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DIVISIÓN DE ASESORIA Y GESTION JURÍDICA

Al  contestar refiérase

al oficio No. 14409

10 de octubre de 2006

DAGJ-1653-2006

Ingeniero 

Alexis Vásquez Morera

Director Ejecutivo

Instituto Nacional de Innovación y Transferencia en Tecnología Agropecuaria (INTA)

Estimado señor:
        Asunto: Solicitud de Aprobación de proyecto de Reglamento para pago de Kilometraje.
          Se refiere este Despacho a su oficio DE-INTA 176-06, de fecha 11 de mayo de 2006, recibido el día 12 de mayo del mismo año en esta Contraloría General,  en el cual dispone  someter nuevamente al trámite de aprobación por parte de este Órgano Contralor, el proyecto de Reglamento para el pago de kilometraje a funcionarios del INTA que utilicen sus vehículos en gestiones oficiales institucionales.

         Indica que remite el documento de cita, con inclusión de las observaciones realizadas por esta Contraloría General por oficios No. 12849 del 10 de noviembre de 2003 y 11088 del 07 de setiembre del 2005, continúa indicando que aporta el detalle de los vehículos modelos y distribución de funcionarios por puestos, donde se aprecia la vida útil (tiempo de uso de los vehículos) y la cantidad de profesionales y técnicos que atienden labores de campo acorde con la estructura organizacional y el objetivo de la Ley No. 8149, artículo 2 y su Reglamento, sobre este último aspecto cabe indicar que se omite la presentación del detalle dispuesto a pesar de indicarlo el solicitante.

Criterio del Despacho.  

I.- SOBRE LOS ATECEDENTES DEL CASO BAJO ESTUDIO 

Antes de entrar analizar el caso expuesto, resulta necesario retomar lo dispuesto por esta Contraloría General, en el sentido que efectivamente, al ser el Instituto consultante una entidad de derecho público, consecuentemente, se encuentra sujeto a la fiscalización de este Órgano Contralor, lo que motiva la aprobación  previa  a su aplicación del denominado “Reglamento para el uso de vehículos propiedad de funcionarios del INTA en gestiones oficiales mediante el reconocimiento de la tarifa por kilómetro recorrido”

Es precisamente en atención a lo expuesto por esta Contraloría General, y conforme al artículo 79.8 del Reglamento General de Contratación Administrativa, que indica lo siguiente:

“79.- Actividades por naturaleza y circunstancias no sujetas a concurso público.

(…) 79.8 El arrendamiento de los vehículos de los funcionarios de la Administración, cuando para el cumplimiento de sus funciones deban desplazarse, y resulte más económico y razonable, que se pague un precio por la utilización de dichos vehículos. Para que opere esta modalidad de contratación, es necesario que exista un sistema de control interno eficiente que garantice el uso racional y apropiado y que mediante una reglamentación interna se establezca con precisión las condiciones de la prestación. La aplicación de este sistema requiere de la autorización de la Contraloría General, la cual podrá ordenar su eliminación cuando considere que se ha hecho una utilización indebida del mismo. También corresponderá a dicho órgano la fijación periódica de las tarifas correspondientes.”

Se ha reiterado, que la Institución interesada en aplicar dicha figura debe cumplir con ciertos requisitos, entre los cuales se citan:

· Que el servicio se utilice única y exclusivamente para gestiones que deba hacer el funcionario en el cumplimiento de sus funciones, 

· Que la implementación de dicho sistema resulte económico y razonable para la Institución,

· Que exista un sistema de control interno eficiente que garantice el uso racional e impida abusos,

· Que se emita un reglamento que regule ese tipo de servicios, 

· Que la implantación del sistema cuente con la autorización de esta Contraloría General de previo a aplicarlo. 

 En ese sentido, también ha dispuesto  que el sistema únicamente se autoriza cuando la Administración se encuentre ante verdadera necesidad, a la vez que se constituya un factor de economía para la Institución.

Por tanto, constituyen requisitos indispensables para poder aprobar este tipo de reglamentos, el que la Entidad solicitante indique y demuestre las razones por las cuales le resulta necesario contar con dicho sistema, asimismo,  esta Contraloría General por oficio 12849 (DI-AA-2917) de fecha 10 de noviembre del 2003 solicitó, lo siguiente: a)  aportar un estudio técnico que demuestre el factor de economía que representará para la Entidad el sistema de pago de kilometraje con respecto al servicio de transporte a brindar con los vehículos de la propia Institución. Y b) adjuntar una certificación por parte del jerarca en la que se señale que el Reglamento no ha sido aplicado sin previa aprobación y publicación en el Diarios Oficial la Gaceta, lo cual cabe indicar  ha sido omiso en la presentación de la solicitud bajo estudio. 

I. SOBRE LOS ASPECTOS DE FONDO DEL REGLAMENTO PRESENTADO PARA APROBACIÓN

En relación a la denominación que otorga la institución al título del Reglamento presentado  sea “ Reglamento para el uso de vehículos propiedad de funcionarios del INTA en gestiones oficiales mediante el reconocimiento de la tarifa por kilómetro recorrido”., así como el objeto que perseguí el reglamento de marras, se considera oportuno que la Institución realice la  aclaración de encontrarse frente a la regulación de pago de kilometraje por el arrendamiento de los vehículos propiedad de los funcionarios, toda vez que el precepto “reconocimiento de la tarifa por kilómetro recorrido” tiende a confundirse con el supuesto de pago también contemplado por esta Contraloría General mediante el  “Reglamento de gastos de viaje y de transporte para funcionarios públicos”, mismo que viene a regular las disposiciones generales a que deberán someterse las erogaciones que, por concepto de gastos de viaje y de transporte, deban realizar los funcionarios o empleados del Estado y de las instituciones y empresas públicas o estatales, en adelante entes públicos, cualquiera que sea la naturaleza jurídica de éstas, según lo disponen la Ley No. 3462 del 26 de noviembre de 1964 y el artículo 7 del Decreto Ejecutivo No. 7927-H del 12 de enero de 1978, cuando, en cumplimiento de sus funciones, deban desplazarse dentro o fuera del territorio nacional.

Debe la Institución enunciar expresamente aquellos supuestos en los que operaría el sistema, lo anterior debidamente respaldado conforme a los estudios expuestos en el aparte anterior.

Por su parte, el artículo 1 contempla el aparte de las definiciones, al respecto cabe indicar que el Manual sobre normas técnicas de control interno relativas al control sobre el uso y mantenimiento de vehículos dispone en la norma 302.2 que deben establecerse las líneas de autoridad y responsabilidad en la organización  denominaciones y responsabilidad, de manera que deben ser claras las responsabilidades de cada una de las instancias mencionadas en el mismo. Así, se considera de importancia indicar en forma separada las funciones y responsabilidades de cada una de las instancias involucradas.

Se considera incluir en el artículo 4, que la Institución se encuentra exenta de responsabilidad ante un eventual robo del vehículo dado en arriendo, en tal sentido se recomienda que el funcionario presente una declaración jurada de aceptación, donde claramente indique que exime de responsabilidad a la Institución en tal supuesto, cabe indicar que como forma de asegurarse el funcionario interesado por su cuenta podrá formalizar póliza que le otorgue la protección ante tal evento.

En referencia al artículo 5 a efecto de no causar una interpretación errónea es importante aclarar que el numeral no regula  el pago de por cobro de kilometraje dispuesto en el “Reglamento de gastos de viaje y de transporte para funcionarios públicos”, sino conforme a la regulación de pago de kilometraje por el arrendamiento de los vehículos propiedad de los funcionarios.

Por su parte, el artículo 9 menciona que el Departamento de Servicios Generales, ejercerá los controles pertinentes a efectos de garantizar el cumplimiento de los fines, en relación al punto se considera necesario establecer expresamente cuales serán esos controles, de tal manera que previamente quede establecido y conocido cuales serán las funciones y controles que deben mantenerse con la aplicación del sistema.

No resulta aceptable lo indicado en el  artículo 11 con relación a la posibilidad de reconocer distancias mayores a lo indicado en las tablas cuando ello obedezca a  hechos imprevistos ajenos al funcionario o por razones de fuerza mayor. Debe tener presente esa Entidad que el caso fortuito y la fuerza mayor son causales de eximentes de responsabilidad, por lo cual sería la Institución en primera instancia, la relevada de ese reconocimiento mayor por tales circunstancias y no como se contempló en el reglamento. 

Adicionalmente, debe considerarse, que con la redacción propuesta se deja abierta la posibilidad a otras situaciones no enunciadas en el artículo, lo cual resulta improcedente, puesto que podría prestarse para aceptar cualquier situación que alegue el funcionario. 

Complementar al artículo 12 otros seguros, así como el pago del deducible en caso de accidentes, gastos legales y otros no cubiertos por las pólizas, correrán por cuenta del propietario del vehículo.

En referencia al artículo 13, mismo que contempla el uso del formulario de liquidación debe tener presente la Institución que se llenará por cada gira que se realice, la cual de igual forma debe ser autorizada en el caso particular, asimismo, lo anterior conllevará una  revisión de dicha liquidación incluye no sólo que el monto se ajuste a las tarifas establecidas como ahí se señala, sino también que el funcionario solicitante haya cumplido todos los requisitos previos que se establecen en este reglamento (como son contar con la autorización previa, estar el funcionario al día con todos los requisitos exigidos a su vehículo, que no hayan irregularidades en la información rendida en el formulario, entre otros. 

En igual sentido prever  la situación de que no proceda el pago el funcionario y así lo apruebe, será responsable solidariamente con el funcionario que realizó la gira, por el perjuicio que le cause a la Institución. Por lo tanto, si se paga el kilometraje en algún caso en que se determine que no procedía, deberán reintegrar a la Institución los montos pagados por dicho concepto.

Incluir otro artículo en el cual se indique expresamente que no existirá por parte del Instituto la obligación de garantizar un mínimo de kilómetros por recorrer o por remunerar.

Se considera mencionar en el artículo 16, que de encontrarse ante una discrepancia entre la Tabla de Distancias del MOPT y lo que marque el odómetro, se deberá aplicar la Tabla de Distancias del MOPT.

El artículo 22, debe ser expreso en cuanto a responsabilidades, deberes, competencias y supervisión de la ejecución de los contratos que surjan producto de la aplicación del sistema, por considerar que es un tema de gran trascendencia dentro de la reglamentación, así debe indicarse cuando y por qué se excluirá del sistema.

Se recomienda que el  contrato administrativo que suscribiría cada funcionario con la Institución,  indique expresamente que se tiene por incorporado en él las disposiciones del presente reglamento. De igual forma se recomienda indicar tanto en el reglamento de cita como en el contrato de arrendamiento que “No procederá el cobro ni el reconocimiento del kilometraje recorrido, cuando el funcionario utilice otro vehículo del que se encuentra registrado en el sistema.”

Igualmente, incluir un artículo posterior al artículo 20 donde se indique que le está prohibido al funcionario llevar a cabo otras actividades que no sean acordes con el objeto de la gira, ni transportar en el vehículo al momento de cada gira a personas ajenas a la entidad o personas ajenas a la gira.

Finalmente, se reiteran las observaciones planteadas sobre el tema indicas en el Oficio 12849(DI-AA-2917) de 10 de noviembre de 2003.

Así las cosas, vez analizado el texto del reglamento que nos envía, se han determinado una serie de deficiencias que nos llevan a denegar, en el presente estado, la aprobación requerida, no obstante lo expuesto,  una vez subsanados y aclarados  los aspectos indicados podrá presentarse nueva solicitud de aprobación la cual gustosamente será atendida.

Atentamente,

	Lic. Allan Ugalde Rojas

Gerente  Asociado
	Licda. Ruth Solano Montero

Fiscalizadora
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